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(Sin corregir) 


Señor Representante Pablo Iturralde Viñas. 


Señores Representantes Manuel María Barreiro, Juan José Bentancor y Roque F. Ramos 
Espíndola. 


Señor Representante Pablo Abdala. 


Por la empresa Disco SA: doctor Fernando Scrigna, Asesor Legal; profesor Miguel Penengo, 
Gerente de Recursos Humanos y señor Jorge González Calvo, Jefe de Personal. 


Delegación de ex funcionarios de AFE: por el departamento de San José señores Washington 
Calvo Calvetti, Miguel Ángel Piñeiro Aguiar, Alfredo Corbo Fernández; por el departamento 
de Tacuarembó - ciudad de Paso de los Toros, señores Alfredo Parra Márquez, Antonio 
Furtado González, José Pereda Santiago, Ramón Benavides Ayres, Nelson Golfarini y Carlos 
Cordero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación de ex funcionarios de AFE, 
integrada por los señores Washington Calvo Calvetti, Miguel Ángel Piñeiro Aguiar, Alfredo Corbo 
Fernández, Alfredo Parra Márquez, Antonio Furtado González, José Pereda Santiago, Ramón Benavides 
Ayres, Nelson Golfarini y Carlos Cordero. 


SEÑOR CORBO.- Vengo de la ciudad de San José, soy ex funcionario de AFE redistribuido al Hospital 
de San José. Nuestra inquietud se debe a que añoramos nuestro tiempo en AFE y nuestro deseo 
primordial es volver al ferrocarril. Hemos sufrido un deterioro social y económico que nos lleva a 
buscar una lucecita, porque se está hablando de un proyecto de instalar nuevamente la red ferroviaria. 
Soy un funcionario presupuestado; ingresé en 1981 y era guarda del ferrocarril. Ahora soy oficial II de 
Oficio con grado 4. 


SEÑOR PARRA.- Agradecemos mucho en nombre nuestro y de nuestras familias habernos recibido 
para darnos la oportunidad de explicarles qué es lo que sucedió desde que salimos como funcionarios 
excedentarios de AFE hasta la fecha. Los excedentarios de AFE que tuvieron oportunidad de caer en 
entes como el Banco de Previsión Social, la Dirección General Impositiva o el Banco de Seguros del 
Estado, no tuvieron ningún problema. Pero a mí y a otros compañeros que caímos en la enseñanza, el 
Poder Judicial, en la órbita del entonces Ministerio de Deporte y Juventud o en salud pública, nos 
destrozaron, ya sea económicamente, con las rebajas de sueldo que vinieron, que fueron 
importantísimas, como en el trabajo que se nos mandó hacer. Yo era maquinista y perdí todo lo que era 
viático, horas extra, horas de manejo. Recuerdo hasta ahora -lo tengo muy grabado en la memoria- 
que cuando llegué a la escuela dije al Director: "Yo era un maquinista de AFE, el cargo me lo gané, no 
me lo regalaron. Tuve que estudiar en los talleres de Peñarol, hacer un curso de mecánica, uno de 
electricidad, ir a la Escuela de Conducción, salvar todos los exámenes y después salir a viajar", como 
bien saben los compañeros. Y llegué allá y me esperaron con un lampazo, un trapo de piso y diez 
cuartos de baño sucios y me dijeron: "Este es tu trabajo; si querés hacerlo, hacelo, y si no, andate". La 
cosa es muy sencilla. Como me pasó a mí le pasó a muchos compañeros; en Salud Pública los 
aterrizaron. En el Juzgado anduvieron más o menos porque se trataba de tareas administrativas, pero 
en la parte salarial hicieron destrozos. Y a tal punto es esto que hoy para poder manejarnos y llegar a 
los niveles salariales que teníamos, debemos realizar trabajos varios. En mi caso, tengo que trabajar en 
la enseñanza, soy conductor en dos empresas y tuvimos que idearnos con mi señora para hacer algo en 
casa y así poder mantener a las gurisas estudiando; si no, hubiera sido imposible. 


SEÑOR CORBO.- Sin reiterar lo que dijo el compañero, quería agregar que nuestra carrera se coartó. 
El señor Parra era maquinista, Inspector, iba en ascenso en su carrera funcional. El corte de la carrera 
afecta sus expectativas, sus deseos personales; uno tiene sus aspiraciones, no solo económicas, y 
también se siente orgulloso de las cosas que estudia. A nosotros nos limitaron. Con estos más de 
veinticinco años que tengo llegué al techo de mi carrera funcional. Trabajo en el área de la medicina, 
pero entré en el escalafón de obrero, de oficio, y ese es mi techo. Reclamo que me capaciten, tengo 
interés, por ejemplo, en los cursos de escuela de sanidad, etcétera. Pero esas promociones nunca llegan 
y no puedo seguir ascendiendo. Me coartaron las posibilidades de todo tipo y lo mismo le pasa 
seguramente al resto de nuestros compañeros. 


SEÑOR CALVO.- Soy de San José y trabajo en el Hospital de San José con el señor Alfredo Corbo. 
Soy ex soldador, remesa diesel de Peñarol, categoría oficial. Me redistribuyeron para el Hospital de 
San José y me designaron en un cargo de auxiliar de cuarta, pero en la carrera de mantenimiento. Hoy 
he recuperado algo de categoría y soy auxiliar de tercera. Lo que ha sucedido con la carrera laboral no 
me lo merezco; es como mencionaron mis compañeros: en lo laboral caímos en un pozo. Nuestro deseo 
sería volver a integrarnos al sistema ferroviario. 


SEÑOR BENAVIDES.- Cuando me pasaron como excedentario a la Escuela Técnica, me encontraba 
trabajando en la Estación Francia de AFE, como Jefe de Estación, Nivel 5. Pasé como un 
administrativo más y, lamentablemente, cuando vamos a un lugar que no conocemos nos maltratan. 
Antes tenía unos cuantos funcionarios a mi cargo, y al llegar me trataron como si no fuera un ser 
humano más; además, me hacían tratar con las limpiadoras. Esto me afectó moralmente, porque antes 
tenía una esperanza de futuro para mi familia, para mis hijos que estaban estudiando, pero 
lamentablemente cuando llegué a la Escuela Técnica me rebajaron el sueldo. Mi familia cayó en un 
p0zo, porque no pude mandar más a mis hijos a estudiar. La situación económica de mi casa decayó 
enormemente y entré en una depresión. Hoy, gracias a Dios, estoy aquí, pero estoy expresando lo que 
sentí en ese momento. 


Creo que teníamos derecho a que nos trataran como seres humanos y que nos pagaran lo que estábamos 
ganando. Nos rebajaron el sueldo y nos retiraron cantidad de beneficios, como la sociedad médica. A pesar de 
que ganaba poco y no me daba el sueldo para enfrentar todos los gastos que tenía en ese momento, pude 
continuar. Me jubilaron con $ 3.000. En los cómputos para la jubilación me tomaron trece años, o sea ocho 
años de AFE y cinco años de UTU. Lamentablemente, estoy en una situación poco agradable para mí y para 
mi familia. Económicamente estoy mal y quería ver si planteando este asunto podía incrementar un poco mi 
jubilación. 


SEÑOR GOLFARINI.- Ingresé en AFE en 1963 como telegrafista. Llegué al grado de Controlero de 
Primera en el escalafón semitécnico. En 1991 me declararon excedentario, por lo cual me rebajaron el 
sueldo y todos los beneficios. 


Según la Ley N* 12.726, de 30 de noviembre de 1990, a los funcionarios redistribuidos no se les bajaría el 
sueldo, se les respetaría el cargo y no se les tocaría ningún beneficio. Eso no fue así, porque lo único que 
percibo en Educación Física es el sueldo. Pertenecíamos al Hospital Británico, pero se nos borró. Cuando 
reclamé me contestaron que Educación Física no pagaba sociedad médica a ningún funcionario. Anduve para 
arriba y para abajo con abogados, pero no hubo caso. En la actualidad tengo sesenta y cinco años y no me 
puedo jubilar porque cobraría $ 3.000. En el Banco de Previsión Social me dijeron que esperara un poco más 
para ver si había alguna solución. 


Quisiera saber si no hay algún conducto para que se pueda rever esa ley, que no se aplicó a rajatabla para 
respetar los sueldos y los grados y para no quitar los beneficios. 


Este es mi planteo, y espero que haya alguna reflexión. 


SEÑOR FURTADO.- Soy excedentario de AFE y trabajo en el Poder Judicial en Paso de los Toros. Mi 
problemática es bastante parecida. Yo era artesano del ferrocarril, pintor. Por ser de escalafón obrero 
pasé como auxiliar al Poder Judicial. En el ferrocarril, en ese escalafón, tenía derecho a un ascenso, 
porque tenía una carrera. En el Poder Judicial, como auxiliar, no lo tengo, a no ser dando algún 
concurso para administrativo, como el que di en alguna oportunidad y lo perdí. 


Como era excedentario tenía un sueldo de funcionario excedentario. Cuando pasé en comisión al Poder 
Judicial -que me absorbió- el sueldo era menor que el de excedentario, en el que por lógica ya hay algunos 
beneficios que se han perdido. Se hizo algún reclamo vía judicial, pero lo perdimos porque aparentemente 
nos habíamos presentado fuera de fecha. Ahora queremos saber por qué se nos castigó, por qué no se cumplió 
en un primer momento con la ley, porque nos sacaron a rajatabla, y la ley decía que se nos debía respetar 
estrictamente el sueldo, los beneficios y los ascensos que pudiéramos tener. Yo era un funcionario que andaba 
afuera, por lo que tenía viáticos. El sueldo era bastante importante, y cuando pasé al Poder Judicial bajó. 
Además, tuve que trabajar fuera de mi ciudad. Yo estaba en Paso de los Toros, lugar donde había muchos 
funcionarios excedentarios de AFE. El comentario era que ya no iba a haber lugar para los que quedábamos 
sin ubicar. Entonces, ya no sabíamos ni qué hacer. Tocábamos puertas y no había lugar. Al final entré en 
Durazno y al año me trasladé allí con mi familia. Como vi que con el sueldo del Poder Judicial no me 
alcanzaba, traté de emprender algo más y fue el acabose. Hoy volví a Paso de los Toros porque por lo menos 
allí tengo todavía mi casa. 


Otra de las cosas que vemos es que nos vamos a jubilar y, como decía el señor, en el BPS no figuran los años 
-por lo menos en el caso del Poder Judicial- de AFE; únicamente figuran los del Poder Judicial. 


Se jubiló un compañero porque cumplió los setenta años. Había trabajado más de treinta años en AFE. A los 
tres días fue tranquilo a hacer el trámite pensando que estaba todo pronto y se encontró con que figuraban 
solo los diez u once años del Poder Judicial. 


No tengo nada más para decir. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR PEREDA.- Soy funcionario excedentario de AFE, como la mayoría de los que están acá. 


Ingresé a AFE, mediante una beca de UTU, en 1981. Allí pasé a desempeñar tareas como peón. Luego entré 
en la carrera de conducción. Era aspirante a conductor. Hice la escuela de conducir. Aprobé la escuela. Fui 
foguista, llegué al grado de foguista de primera. Luego, por una ley en el año 1990, fui declarado 
excedentario y quedé en mi domicilio, creo que por un año. Luego me asignaron a la ex Comisión Nacional 
de Educación Física, donde me vi muy perjudicado económicamente, dado que se me cortó la carrera que 
había realizado en AFE. Al ser foguista podía pretender ser maquinista, maquinista de primera, inspector y 
alguna otra cosa más. 


Lo que quiero decir es que por una ley nos quitaron el empleo bien obtenido en el año 1981 -Gobierno que no 
era de los mejores- y que a veces no tienen en cuenta la capacidad del personal. 


El presupuesto que yo tenía lo vi cortado casi en un 75%. Mi situación fue de mayor a menor hasta llegar al 
día de hoy, momento en el que vengo a ponerlos en conocimiento de ella. 


Yo era personal de conducción. Hice cuatro cursos mientras estuve en el ferrocarril. Fui guarda, foguista, 
ayudante de piloto y a lo último no tenía más opciones. Pasé por toda la carrera, salvando todo de buena 
forma. Hoy no gano ni siquiera el 25% de lo que cobraría si hubiera seguido en AFE. Mi reclamo es 
desempeñar el mismo cargo. Planteo esto ante la Comisión y ante mis compañeros, que conocen la situación. 
Quiero dejar, por lo menos, un antecedente, porque no quiero que le quiten la fuente de trabajo a los 
compañeros o que les corten una carrera, ya sea administrativa o profesional. 


Aclaro que soy de Paso de los Toros. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CORDERO.- Agradezco a la Comisión que nos hayan atendido. 


Soy funcionario excedentario de AFE desde 1988. Ingresé en el Poder Judicial en 1990. Era telegrafista de 
segunda, de relevos. La palabra "relevos" implica que se ganaba un viático. Ingresé en el Poder Judicial como 
Administrativo VI. De Il a VI hay una diferencia. Allí hice toda la carrera. Hoy estoy como Administrativo 
III, con veinticinco años de servicio y una muy buena puntuación -la máxima que da el Poder Judicial- y 
lamentablemente me veo restringido en mi carrera administrativa porque hay funcionarios con veinticinco 
años que están por arriba mío. 


Pienso que cuando uno es un muy buen funcionario -para eso le paga el Estado- aspira siempre a más, con 
vistas a favorecer, sin lugar a dudas, a la familia y a la sociedad por encima de todas las cosas, en un país en 
estado de derecho. Mi aspiración se da mirando al mañana- como todos los demás compañeros-, y es la de 
tener una buena jubilación para no tener que seguir laburando luego de jubilado. 


Obviamente, uno no va a cambiar, pero aspiro a que la carrera administrativa se respete. Soy Administrativo 
II en AFE; tendría que haber ingresado como Administrativo II en el Poder Judicial. Hoy al Poder Judicial se 
ingresa como Administrativo IV. Quiere decir que hice toda esa carrera, gracias a Dios, con muy buen 
concepto de los distintos jueces, que han sido mis jefes, y de mis compañeros. Por eso quiero que la carrera 
administrativa sea respetada. Quiero que se vea qué clase de funcionario soy, qué capacidad tengo. Gracias a 
Dios, me he desempeñado en todas las labores del Poder Judicial: notificador, alguacil ad hoc, en el Registro 
Civil, en la baranda, tomando declaraciones como secretario del Juez. Por eso creo que veinticinco años 
pesan; a uno le pesa cada decena que pasa. 


En definitiva, quiero que se revea la situación, que si en aquel momento hubo una equivocación, sea saldada, 
no solo para mi beneficio -no soy egocéntrico- sino para el de mi familia y para la sociedad que, gracias a 
Dios, reitero, está en un estado de derecho. 


Agradezco a la Comisión que nos haya recibido y como persona del Poder Judicial, siempre sueño con la 
Justicia por encima de todas las cosas. 


SEÑOR BENTANCOR.- La verdad es que el planteo de los trabajadores de AFE es justo; siempre lo 
fue, desde el primer momento en que por una resolución política -que no vamos a discutir, pero que 
todos sabemos que existió- se optó por otros medios que no eran precisamente el ferrocarril. La 


tendencia fue eliminar prácticamente el ferrocarril, optando por la vía carretera, es decir, por los 
ómnibus, para el transporte de personas, y por los camiones, para el transporte de carga. No se 
visualizó -lo que sí se vio en muchos países desarrollados- la importancia que tenía el ferrocarril desde 
el punto de vista económico y, también, desde el punto de vista social, porque muchas poblaciones del 
país quedaron aisladas luego de que se realizaran los cambios. Esa opción se tomó en un momento 
histórico del país, y se apuntaba a determinada realidad económica. Inclusive, pudo haber sido más 
grave porque se pudo haber destruido del todo el ferrocarril, quedando afuera la gente. Sin embargo, 
se optó por el mecanismo de redistribución que siempre fue, de alguna manera, una suerte de estigma 
del personal que entraba a otras oficinas públicas, salvo excepciones en que la suerte determinó que 
algunos compañeros hasta se hayan beneficiado por el cambio, pero en la mayoría de los casos no fue 
así. Además, en los lugares de recepción de los trabajadores generalmente se los tomaba como personal 
de segunda, e, inclusive, se los calificaba de antemano porque habían quedado como excedentarios y 
creían que se les había mandado lo que sobró. Así se fue tratando a la gente; lo tenemos muy claro 
desde nuestra época de dirigente sindical, en que junto a la Unión Ferroviaria fuimos viendo cada uno 
de los pasos que se daban. Sabemos que el transporte ferroviario es subsidiado en casi todos los países 
del mundo, o sea, no es superavitario; cumple una función social y económica muy importante. Y ¡vaya 
si es importante ahora con el desarrollo forestal! Aparentemente, hoy el ferrocarril tiende a convertirse 
nuevamente en una herramienta útil para sacar la producción del país y, fundamentalmente, en los 
emprendimientos que estamos discutiendo en este momento. Por lo tanto, creemos que es muy 
probable que el ferrocarril vaya a revertir su tendencia a corto plazo. No obstante, los trabajadores 
tienen razón y habrá que revisar las normas. Lo que vaya a suceder en el futuro luego se verá cuánto 
tiempo lleva. Sabemos que las cosas han llegado a un deterioro tan grande que, a pesar de que 
recibimos vagones de regalo de Italia, si no reparamos las vías no podrán circular en algunos lugares a 
más de diez kilómetros por hora; y, por supuesto, no pueden cargar mucho peso. Los invitados saben 
perfectamente que es imposible que se pueda circular a los niveles de un ferrocarril moderno. Por lo 
tanto, hay mucho trabajo para hacer. Entendemos que hay una línea de la política económica de país 
productivo que intenta trabajar en esa dirección pero debemos comprender que no se puede lograr de 
un día para otro, que lleva tiempo, y quizás en ese tiempo se necesite la absorción de nuevos 
funcionarios para llevar adelante distintas tareas. De modo que habría que explorar esa situación. 


Esta es una Comisión de asuntos laborales; los invitados hacen bien en concurrir porque nos preocupa la 
estabilidad laboral y la atención de los derechos pero a veces sentimos que tenemos poco poder de decisión 
para encontrar las soluciones. Creo que es muy importante saber qué es lo que está resolviendo y qué 
planificación ha hecho la Oficina Nacional del Servicio Civil que fue la encargada del proceso de 
redistribución y hoy tiene a su cargo la realización de un nuevo diseño de la función y la gestión pública. 
Inclusive, el Gobierno creó una Comisión de reforma del Estado, es decir, se le quitó a la OPP la función que 
cumplía tradicionalmente. Se formó una Comisión, integrada por cuatro miembros de distintos Ministerios, 
que va a analizar todo lo que tiene que ver con la función del Estado, y quiero decirle a los invitados que ese 
es un ámbito al que también pueden dirigirse, sin perjuicio de que nosotros vamos a enviar la versión 
taquigráfica a esos sitios. Lo digo para que los invitados sepan que hay ámbitos que están trabajando 
directamente sobre alguno de estos temas y sería bueno tener su opinión. 


En lo que tiene que ver con el BPS, creo que debe haber un error porque no puede ser que una persona tenga 
registrados veinte años en una empresa -pública o privada- y por ser transferido a otra se le tome en cuenta 
solamente el último destino. Sin duda hay un error; enviaremos la versión taquigráfica al BPS. Es insólito 
que no se tenga en cuenta esa actividad cuando sí se tienen en cuenta actividades de diverso género y de 
distintas cajas. Cada uno de nosotros tiene en el BPS un legajo de la actividad que hemos realizado y no 
puede ser que se deje una porción de la vida de uno por el hecho de haber sido redistribuido; no puede ser. 
Consideramos que es un error, esto no puede ser una política. Es probable que el error se dé en tres o cuatro 
casos, pero así fuera uno se justifica realizar la gestión; me inclino a pensar que es un error del BPS que 
debiera ser fácilmente subsanable. 


Con respecto a la ley_ de excedencia del año 1990, creo que allí sí vale la pena detenerse. Lo que se trató en su 
momento fue garantizar a los trabajadores el ingreso. Por entonces tuvimos grandes discusiones acerca de 
qué era el ingreso, que nosotros queríamos que fuera la base de lo que siguieran percibiendo y de qué era el 
salario. Entonces, muchas veces se tomó en cuenta el salario básico y no el ingreso. Y todos sabemos que en 
las empresas públicas -también en AFE-, había un paquete de cosas -así se le llamaba- en el cual estaban 
incluidas las partidas que el Gobierno no podía dar en el sueldo porque tenía restricciones por compromisos 


internacionales que comprendemos y respetamos; entonces, se trataba de agrandar el sueldo por otros 
mecanismos. Por ejemplo, en ANCAP se cobraba una garrafa, en UTE se tenían kilovatios, luego, con la 
lucha de la Mesa de Entes se consiguió el viático por alimentación. En AFE los trabajadores no recibían este 
viático, pues era un organismo deficitario, pero igualmente se logró por la solidaridad del resto de los 
trabajadores; en su momento era una cifra del 30% sobre el sueldo, y actualmente debe situarse en los dos mil 
y pico de pesos. 


Entonces, lo que la ley debió recoger -vamos a tener que desempolvarla y analizarla bien- es que no se 
perjudicara el paquete de retribuciones de carácter regular y permanente. Tenemos que tener claro que no se 
podía hacer un prorrateo de las horas extra porque era muy difícil y complicado que se pagaran las horas 
extra que hacían en el lugar que estaban antes. Pero sí se debían tener en cuenta las cosas que poseían 
carácter regular y permanente como, por ejemplo, lo relacionado con la salud, aunque no fuera la prestación 
que tenían en el Hospital Británico, pero sí se debía pagar la cuota médica. 


En resumen, enviaremos la versión taquigráfica a los lugares que corresponda y quiero que los invitados 
sepan que la Oficina Nacional del Servicio Civil trabajó durante todo el año 2005, negoció con los sindicatos 
de las empresas públicas y de la Administración Central, con los Directorios de las empresas públicas y con 
los Ministerios, para determinar el estatus que van a tener los trabajadores en el futuro. Quiero decir a los 
invitados que están en todo su derecho de plantear este tema. 


También quisiera saber si han conversado con la Unión Ferroviaria, y si alguno de ustedes -esté o no afiliado- 
me puede decir si la Unión Ferroviaria ha tomado este tema. Por los gestos de los invitados veo que no lo ha 
tomado. 


SEÑOR PARRA.- Con respecto a la Oficina Nacional del Servicio Civil, quiero decir que conozco todos 
sus escalones porque he ido quinientas veces. Lo he hecho desde el tiempo en que estaba el doctor 
Correa Freitas. 


El doctor Correa Freitas es de Paso de los Toros. No sé la cantidad de veces que le dije -tengo montones de 
tarjetas suyas- que había problemas con los excedentarios de AFE. El me contestaba: "Pasá por allá que lo 
vamos a solucionar". Jamás me recibió. 


En estos últimos tiempos he ido muchas veces a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Cada vez que vengo a 
Montevideo me dirijo allí y les digo: "Me están pagando mal. En AFE yo tenía un cargo, un grado, y hoy 
estoy limpiando baños en una escuela". Y me responden. "No sabemos; ese no es nuestro problema". La 
Oficina Nacional del Servicio Civil no quiere saber nada de nosotros. Precisamente, hoy estuvimos allí por 
unos papeles. Nos atendieron en la puerta; por poco, nos echan. Jamás la Oficina Nacional del Servicio Civil 
se preocupó por conocer lo que queríamos plantear. 


Reitero: sobre este problema hablé muchas veces con el doctor Correa Freitas en Paso de los Toros, y nunca 
me solucionó absolutamente nada. 


En cuanto a la Unión Ferroviaria, debo decir que cuando empezamos con esto, llamé por teléfono y quise 
hablar con Silvera, pero nunca me atendieron. 


También vine expresamente a la sede del PP.CNT para hablar en una Comisión y explicarles el problema, 
pero me dijeron: "Eso no es problema de nosotros; eso es problema de ustedes". 


Es decir que nadie quería saber nada con los excedentarios de AFE, ni lo quiere saber. Por eso hoy estamos 
acá, con ustedes. Estamos agradecidos al señor Diputado Pozzi que nos consiguió esta audiencia para 
plantearles la situación en la que estamos. 


No sé hasta cuándo voy soportar seguir trabajando en la escuela. En cualquier momento, me tomo un avión y 
me voy, porque con el sueldo que me paga la ANEP no puedo costear los estudios de las dos gurisas en 
facultad. 


También hay que tener en cuenta lo que hacemos allí. Ese no es un trabajo para mí, porque yo estudié para 
ser otra cosa. A veces digo al Director de la escuela: "Yo estudié para maquinista de ferrocarril; no estudié 


para estar acá". 


Reitero: la Oficina Nacional del Servicio Civil me deja mucho que desear. Ojalá un día me llamaran y me 
pidieran que explicara cuál es mi problema y el de todos los excedentarios de AFE. A pesar de que he ido 
muchísimas veces -hasta el portero me conoce-, eso no ocurrió nunca. Inclusive, un día pregunté por qué no 
podía cumplir tareas administrativas en la escuela. 


SEÑOR CORBO.- En San José -al igual que sucedió en otros puntos- nos reunimos muchos ex 
ferroviarios e iniciamos un juicio al Estado. Hicimos un reclamo que ya tuvo sentencia. En San José 
perdimos el juicio. Sin embargo, en Rivera lo ganaron; y no lo ganaron una vez sino dos veces. 
Tenemos un compañero que trabaja en el Poder Judicial. Le preguntamos: ¿la Justicia no es para 
todos y es única? 


Lo que quiero decir es que nos sentimos impotentes frente a distintas organizaciones como, por ejemplo, la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Hablando pronto y mal, no tenemos padrinos. 


Si yo -hago extensivo este comentario a mis compañeros de San José- tuviera la oportunidad, volvería al 
ferrocarril. Desde que me fui tengo las valijas prontas, porque nunca las desarmé. Inclusive, puedo decir que 
realmente quiero al ferrocarril. 


Uno de nuestros reclamos es tener una oportunidad. Considero que todos nosotros tenemos la capacidad para 
trabajar en el ferrocarril; somos muy capaces, tenemos la formación, los años y las ganas de trabajar. 
Entonces, nuestro pedido es ingresar nuevamente. 


Otro reclamo es que las Comisiones -cualquiera de ellas- sean un nexo, un puente y nos asesoren. Nosotros 
vendremos veinte veces de Paso de los Toros, de Young o de donde sea, porque a los ferroviarios no nos van 
a acabar. De una vez por todas, queremos que nos hablen de frente, que nos guíen y que no nos escupan, 
como decimos los canarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero manifestarles mi preocupación por los problemas 
que ustedes plantean. Personalmente, conozco bastante bien el tema porque tuve la suerte de 
compartir cinco años de trabajo -desde al año 1990 hasta 1995- en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social con un ex ferroviario, dirigente de la Unión Ferroviaria, el señor Ángel "Chino" 
Acosta. En consecuencia, conozco a fondo la lucha de los ferroviarios y el cariño que ustedes tienen por 
la profesión y por el lugar en el que se desempeñaban. 


Me parece que tenemos que procesar esto tratando de buscar alguna solución. Creo que interpreto a la 
Comisión si digo que, a pesar de que no podemos asegurar que la encontremos, haremos un esfuerzo. 


Más allá de lo que ustedes están haciendo y de lo que plantaba el señor Diputado Bentancor, como Comisión 
tenemos que contactarnos con la Oficina Nacional del Servicio Civil para plantearle el problema de los 
excedentarios de AFE y pedirle que estudie qué fue lo que pasó: si se contemplaron adecuadamente los 
ingresos, si en la ley que se votó en su momento estaban comprendidos todos los ingresos o si solo se tuvo en 
cuenta el salario. En todo caso, si algo estuvo mal hecho, habrá que hacer una ley interpretativa; manifiesto 
mi voluntad de trabajar en ella. 


También podemos solicitar al Banco de Previsión Social que encamine el estudio sobre los casos que estén 
mal asignados. En realidad, creo que para la jubilación se toman en cuenta los últimos tres años o los diez 
mejores, de acuerdo con la legislación que se votó en su momento; esto lo digo de memoria, por lo que 
tendría que estudiarlo. 


Asimismo, deberíamos comunicarnos con AFE para solicitarle que si necesita nuevo personal, los tome en 
cuenta. 


Me parece muy importante la pregunta que formuló el señor Diputado Bentancor. Sería bueno que pudieran 
hablar con la Mesa Coordinadora de Entes y con la Unión Ferroviaria acerca de este tema y buscar apoyo 
para los reclamos que están haciendo. 


Era cuanto tenía para decirles. Ofrezco establecer contactos con el BPS, con AFE y con la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y mantenernos en contacto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a ser breve porque el tiempo apremia. 


Quiero adherir a todo lo que aquí se ha expresado en cuanto a alternativas vinculadas con el seguimiento de 
esta situación que ha sido planteada en el ámbito de la Comisión y que debe merecer nuestra preocupación y 
receptividad. A lo que acaba de expresar el señor Presidente, agregaría dar cuenta de lo conversado en la 
tarde de hoy al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


Creo que desde el punto de vista de los derechos funcionales y de los derechos o expectativas jubilatorias, 
está claro que hay organismos competentes y especializados que, por supuesto, deben ser consultados e 
informados del planteo que hemos recibido. 


También es verdad -recojo lo último que ha dicho la delegación- que muchos de quienes hoy nos visitan -por 
no decir la mayoría- se sienten con ganas y en condiciones de seguir trabajando en la actividad y de volcar 
toda la experiencia y capacitación que adquirieron a lo largo de los años cumplidos en la empresa pública. 


Seguramente, lo que se resolvió en el pasado -sobre lo cual, por supuesto, podemos volver, pero se me ocurre 
que importa más hablar del futuro que del pasado- obedeció a determinada circunstancia o contexto que el 
país vivía. Fueron decisiones que se adoptaron y como tales serán opinables y controvertibles, pero el hecho 
es que lo que tenemos por delante, es lo que empieza a transcurrir. Y desde ese punto de vista, es claro que ha 
habido una reivindicación del ferrocarril como medio de transporte. La propia realidad productiva del 
Uruguay, la implosión y la explosión de la madera como rubro productivo de primer orden, está 
determinando que el ferrocarril, en la concepción del transporte multimodal, pueda contribuir de una manera 
decisiva en las soluciones nacionales. El propio Gobierno nacional lo ha entendido de esa manera en la 
última Ley de Presupuesto, en la que se habilitó la posibilidad de que se pueda conformar una empresa de 
economía mixta entre el Estado, AFE y el capital privado. Se trata de una iniciativa del actual Gobierno que 
mi Partido respaldó con mucha convicción cuando se trató durante el Presupuesto Nacional. Con relación a 
ese proceso que el Gobierno ha definido como proceso piloto o como idea modelo en cuanto a analizar 
alternativas de asociación entre el capital del Estado y el capital privado, la experiencia de quienes en el 
ámbito del Estado contribuyeron a la realización del desarrollo de AFE en su momento, sin ninguna duda 
debe ser tenida en cuenta. Desde ese punto de vista, me parece que el capital humano en el cual el Estado 
tanto ha invertido a lo largo de los años en formación, aprendizaje, experiencia y capacitación, es algo que se 
debe tener en consideración, ya sea desde el ámbito de la gestión enteramente pública, privada o mixta. 
Todos sabemos que hay distintas fórmulas que pueden ensayarse y respecto a las cuales también podemos 
tener distintas opiniones, pero cualquiera sea finalmente el modelo que defina el Gobierno -la autorización 
parlamentaria es muy amplia porque admite desde una sociedad con 99% de participación estatal y 1% de 
participación privada o al revés-, en cualquier esquema, está claro que aquellos que trabajaron en la empresa 
pública pueden ser habilitados y se puede contemplar esa solución en los pliegos de condiciones que se vayan 
a elaborar, inclusive por la vía -fui Director de otras empresas públicas- de establecer bonificaciones para los 
oferentes que incluyan personal de determinadas características o que en su momento cumplieron funciones 
en el Estado. Ese tipo de medida se puede arbitrar, creo que sería justo desde el punto de vista del reclamo 
que recibimos hoy y seguramente será provechoso desde el punto de vista de la solución final, porque ya sea 
desde lo público o desde lo privado estamos hablando de los servicios ferroviarios del Uruguay. En cuanto a 
esto, creo que no hay una cuestión ideológica y todos debemos procurar que se alcancen las mejores 
soluciones. 


Por eso adhiero a lo que el señor Presidente ha planteado y sugeriría también que el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas tuviera noticia acabada de lo que aquí se ha conversado por lo que está por venir 
en cuanto a las soluciones de fondo. Desde ese punto de vista creo que la Comisión en alguna oportunidad 
podría recabar la opinión del Poder Ejecutivo con relación a este mismo tema. 


SEÑOR RAMOS.- Sería bueno saber cuántas son las personas que quieren volver a AFE. 


SEÑOR PARRA.- En Paso de los Toros somos treinta que nos estamos reuniendo y a mí me está 
llamando mucha gente de Tacuarembó, Rivera y San José. 


SEÑOR CORBO.- Él es un referente, ya que es un antiguo sindicalista; como es referente nuestro en 
San José también lo es en diferentes puntos. Tenemos los medios para podernos conectar y 
comunicarnos. Podemos hacerles llegar a ustedes el nombre de quiénes están interesados. 


SEÑOR PARRA.- Recién mantuvimos una audiencia con el Gerente General de AFE y le planteamos 
la posibilidad de volver. Por supuesto, AFE pone ciertas condiciones. Pero si ustedes nos dan una mano 
para volver a AFE, haríamos una lista con el cargo y el grado que teníamos en AFE y las direcciones de 
los compañeros que quieren volver. Hoy por hoy trabajo en una empresa de audio y viajamos por todo 
el país. En cada lugar al que voy siempre encuentro a un ferroviario que ha sido declarado 
excedentario. 


Yo le decía al Gerente General de AFE que si me da un contrato de trabajo por un año y me echa si no le 
sirvo, yo se lo agradezco. Pero le pido solamente que me dé la oportunidad de tener un año de trabajo; si no 
le sirvo me echa y se terminó la historia. 


(Se retira de Sala la delegación de ex funcionarios de AFE) 


(Ingresa a Sala la Patronal de DISCO S.A.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la Patronal de 
Supermercados Disco del Uruguay $. A., integrada por los señores doctor Fernando Scrigna, Gerente 
legal; Miguel Penengo, Gerente de Recursos Humanos y Jorge González Calvo, Jefe de Personal. 


SEÑOR SCRIGNA.- Antes de ingresar al tema entendemos de orden agradecer a la Comisión la 
invitación de que ha sido objeto Supermercados Disco, ya que ella nos da la posibilidad de exponer con 
relación a la cuestión planteada en este mismo ámbito días atrás por FUECL Federación Uruguaya de 
Empleados de Comercio e Industria. Si así se nos permite, presentaremos nuestra exposición 
solicitando a los señores miembros que, en la medida de lo posible, y si así lo entienden pertinente, se 
deje para el final la totalidad de las preguntas que puedan surgir de los señores legisladores, en la 
medida que es muy probable que muchas de ellas vayan quedando contestadas a lo largo de nuestras 
palabras. Naturalmente que, finalizada la exposición, contestaremos todas y cada una de las preguntas 
que se nos formulen. 


En cuanto al tema que nos convoca, hacemos constar que la situación planteada tiene relación con el 
contenido del Convenio Colectivo del Grupo 10 Comercio, Subgrupo 18 Supermercados. Dicho Convenio 
Colectivo fue celebrado el día 24 de agosto de 2005 en el ámbito de los Consejos de Salarios y se homologó 
por Decreto N* 299 del Poder Ejecutivo, de fecha 12 de setiembre de 2005. Este Convenio dispuso un 
aumento del 9,13% con vigencia al 1* de julio de 2005. 


Ahora bien, desde el mes de mayo de 2005, fecha en que se anuncian las denominadas Pautas de Referencia 
para los Consejos de Salarios, hasta la homologación del Convenio Colectivo para el subgrupo 
Supermercados -que, como dijimos, fue el 12 de setiembre de 2005-, se suceden las circunstancias que 
narraremos a continuación y respecto de los cuales iremos haciendo las correspondientes consideraciones 
para concluir en la no procedencia del reclamo presentado por FUECI. Vayamos, pues, a los hechos. Como 
acabo de expresar, en el transcurso del mes de mayo de 2005 el Poder Ejecutivo dicta las denominadas Pautas 
de Referencia para los Consejos de Salarios. Dicha determinación se hace mediante dos comunicados 
emitidos en dos momentos diferentes. De acuerdo con dichas pautas, se sabía que el aumento sería de 
aproximadamente un 10% con vigencia 1* de julio de 2005. El día 26 de mayo de 2005, y para no diferir 
innecesariamente un aumento que se habría de producir a partir del 1? de julio sobre pautas que hacían 
estimar que el mismo se ubicaría en el entorno del 10%, se dispuso en la empresa incluir con los sueldos del 
mes de junio de 2005 -pagaderos el 5 de julio de 2005-, una suma equivalente al 10%, con lo cual los 
trabajadores tenían el beneficio de percibir con un mes de anticipación el aumento a aprobarse en el ámbito 
de los Consejos de Salarios. Dicha suma de adelanto a cuenta del 10%, se otorgó bajo dos condiciones. En 
primer término, si el incremento era superior al 10% adelantado se complementaría dicho porcentaje con la 
diferencia correspondiente, mientras que si el aumento era inferior se mantendría en los términos otorgados, 
quedando la diferencia de allí en más, en beneficio de los trabajadores. En segundo lugar, es decir, la segunda 
condición bajo la que se incluyó este 10% aludido, fue que el mismo se otorgaba en carácter -precisamente— 


de adelanto a cuenta de futuro ajuste salarial, todo lo cual se haría constar en los recibos correspondientes. 
Ambas condiciones se cumplieron estrictamente. En efecto, en la totalidad de los recibos de cobro del mes de 
junio -abonado el 5 de julio de 2005- se hizo constar que el importe recibido como salario incluía el 10% a 
cuenta del futuro ajuste salarial. Textualmente dice la referida constancia que se estampó -reiteramos— en los 
recibos de la totalidad de los trabajadores: "Se deja constancia que incluye 10% a cuenta de futuro ajuste 
salarial". Subrayamos particularmente este hecho, y lo reiteramos. Tal constancia fue puesta en la totalidad de 
los recibos de salarios correspondientes al mes de junio, es decir, en el mismo momento en que el 10% se 
incluía en los mismos. 


Celebrado el Convenio Colectivo del 24 de agosto, homologado, como ya hemos dicho, el 12 de setiembre 
siguiente, este dispuso un aumento general de 9,13% con vigencia al 1* de julio. No obstante, y tal como 
estaba dispuesto, los trabajadores de Disco mantuvieron el aumento dispuesto pero con vigencia 1” de junio 
de 2005 y no 1” de julio de 2005, y al haberse dispuesto un aumento inferior al 10% los trabajadores de Disco 
mantuvieron el aumento de 10% otorgado en su beneficio. 


Quiere decir pues, que la naturaleza de adelanto a cuenta y el hecho de que no se trataba de un aumento 
salarial diferente al que se negociaba en esos momentos en el Consejo de Salarios fue comunicada a la 
totalidad del personal, haciéndolo constar expresamente en la totalidad de los respectivos recibos de pago con 
la nota antes transcripta cuyo texto nos permitimos reiterar una vez más: "Se deja constancia que incluye 
10% a cuenta del futuro ajuste salarial". 


De esta forma, surge que el carácter de adelanto a cuenta fue conocido por la totalidad de los trabajadores y 
su finalidad no fue otra que beneficiar a los trabajadores anticipando en un mes el aumento que -se sabía- 
sería dispuesto por el procedimiento establecido por el Poder Ejecutivo a esos efectos. 


Debe señalarse que el mecanismo de adelantar aumentos durante la negociación de los Consejos de Salarios 
no es nuevo en Supermercados Disco del Uruguay S.A. En efecto, dicho mecanismo fue ampliamente 
utilizado desde 1985 y hasta que se suspendió la convocatoria de los consejos de salario, e invariablemente - 
tal como se hizo ahora— se dejó la constancia de que la suma en cuestión se adelantaba en el tiempo pero era 
a cuenta del futuro ajuste salarial. Una copia de todos los antecedentes de lo que acá decimos fue agregada 
ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el expediente N* 15.979 que se tramitaba ante la referida 
Secretaría de Estado. 


Asimismo, señalamos a ustedes que ponemos a disposición de la Comisión, como muestra, un ejemplar de 
recibo de sueldos del mes de junio de 2005, abonado el día 5 de julio, en el que luce la constancia 
reiteradamente citada en esta exposición. En tal sentido -y esto lo queremos subrayar en forma particular-, 
nos preocupa muy especialmente que en la versión taquigráfica de lo tratado el día 2 de mayo próximo 
pasado cuando esta Comisión recibió a la delegación de FUECI, el representante del PITECNT, señor Ismael 
Fuentes, haya dicho textualmente: "[...] no están dispuestos a dar" -se refiere al aumento del 4,99%- "porque 
aducen que en el mes de junio otorgaron ese aumento a cuenta de futuros aumentos. Esto" -continúa diciendo 
el señor Fuentes— "no está escrito en ningún recibo salarial [...]". Lo único que puede explicar semejante 
afirmación reñida con la realidad es que el señor Fuentes no está debidamente informado sobre los hechos. 
Por eso, reiteramos, sin ánimo de polemizar sino de ilustrar a los señores legisladores, que está a su 
disposición la documentación correspondiente que consiste en los recibos donde surge todo lo contrario a lo 
que en este mismo ámbito ha sido afirmado el pasado 2 de mayo. Hemos traído como muestra el libro con los 
recibos correspondientes al mes de junio de cinco locales de la cadena Disco -en realidad son seis volúmenes, 
pero nos pareció innecesario traer todos-, todos ellos con la constancia impresa y todos ellos firmados por los 
trabajadores. Está a disposición de los señores legisladores. 


Como podrán apreciar, la situación planteada en Supermercados Disco del Uruguay S.A. es distinta a otras 
que puedan presentarse. La peculiaridad en la especie está dada por las constancias que realizó la empresa en 
los recibos de salarios del mes de junio 2005 en los que -como vimos- se indica: "Se deja constancia que 
incluye 10% a cuenta de futuro ajuste salarial". El 10% recibido por los trabajadores en el mes de junio de 
2005 no se trató de un aumento de salarios otorgado en el período al que refiere el artículo 4” del mencionado 
convenio. Se trató de un adelanto con un mes de anticipación del aumento que se otorgaría en el ámbito de 
los Consejos de Salarios y que regiría a partir del 1* de julio de 2005. Los trabajadores, insistimos, se vieron 
de este modo beneficiados dado que se anticipó en el tiempo la percepción del pago del 10% que se estimaba 


se iba a otorgar en los Consejos de Salarios a partir del 1? de julio de 2005, ya que lo percibieron a partir del 
1? de junio de ese año. 


Sobre las características de la constancia establecida en los recibos, debe tenerse presente que ella tiene, entre 
otros efectos, el de poner en conocimiento del trabajador, quien recibe y acepta el pago, que la suma recibida 
no es un aumento distinto al que se otorgará en el futuro próximo, sino un adelanto de dicho aumento. Por 
ello se estampa en todos los recibos que el 10%, que es recibido en ese mismo acto, es a cuenta del futuro 
ajuste salarial. Y el futuro ajuste salarial no puede ser otro que el que surgiría del Consejo de Salarios que ya 
estaba en funcionamiento, teniendo en cuenta la fecha de pago que aparece en los recibos de la totalidad del 
personal, esto es, 5 de julio de 2005. Es decir que el propio trabajador, en el momento de recibir ese 
incremento, estaba en conocimiento de la naturaleza que ese pago tenía y tiene. 


En cuanto al valor de esta constancia, el propio Poder Ejecutivo ha valorado las constancias en el recibo 
como prueba suficiente que demuestra que las partidas otorgadas a cuenta no se consideran aumento cuando 
así se ha aclarado al trabajador en oportunidad del pago. En efecto, el literal c) del artículo 3* del decreto del 
Poder Ejecutivo, de fecha 1” de marzo de 2006, decretado para el Grupo N* 14, Intermediación Financiera, 
Seguros, Pensiones, Subgrupo 01, Bancos y otras empresas financieras, Capítulo 03, AFAP, 05 Procesadoras 
de Tarjetas de Crédito y Subgrupo 8, Compañías de Seguros de los Consejos de Salarios, establece 
textualmente: "Cualquiera sea el porcentaje, podrán ser descontados, los aumentos otorgados entre el 1* de 
junio de 2004 y el 30 de junio de 2005, como adelanto a cuenta de los incrementos obligatorios fijados por 
cualquier método obligatorio de fijación de salarios, siempre que esta condición" -concluye el Poder 
Ejecutivo- "haya sido comunicada en forma fehaciente al momento en que se concedió el referido incremento 
salarial". De lo expuesto surge con absoluta claridad que el accionar de Disco se ajustó plenamente al 
principio de buena fe, habida cuenta de la expresa constancia que en forma simultánea al pago, la empleadora 
dejó en los recibos correspondientes, definiendo la naturaleza del 10% adicional y al mismo tiempo tal 
constancia significó para ella y los trabajadores, la forma de tomar todos los resguardos correspondientes 
para que nadie pudiera interpretar lo que luego pretendió que fuese, esto es, que se trató de un aumento 
diferente al que se dispuso en el laudo del Consejo de Salarios. 


En suma, entendemos que Supermercados Disco de Uruguay nada adeuda por suma alguna dispuesta por el 
Convenio Colectivo, otorgado el 24 de agosto de 2005 y homologado por el Poder Ejecutivo el día 12 de 
setiembre del mismo año. 


Hechas estas consideraciones de orden jurídico, y en la medida que así lo autorice el señor Presidente, hará 
uso de la palabra el señor Gerente de Recursos Humanos, profesor Penengo. 


Quedamos a disposición para contestar las preguntas y aclarar cuestiones que los legisladores quieran 
formular. 


SEÑOR PENENGO.- Quiero hacer alguna aclaración adicional que puede clarificar un poco más esta 
situación que está planteada en la Comisión y que tratamos de sobrellevar desde hace varios meses. 


Algunas de las preguntas que los integrantes de la Comisión o persona involucrada en este tema se puede 
estar haciendo es por qué adelantaron el aumento de sueldos. En definitiva, todas las empresas estaban en ese 
momento cruzadas de brazos esperando lo que podía surgir del Consejo de Salarios. Hay una razón que para 
nuestra empresa es importante y es que en los últimos años, cuando la inflación estaba en un dígito, la 
frecuencia de aumento salarial era anual. En los últimos años esto había coincidido con que esa fecha era 1* 
de mayo, por lo cual cuando llegó el 1 de mayo de 2005 nos enfrentamos nuevamente con la disyuntiva de 
otorgar a los trabajadores el aumento salarial, pero con una gran incertidumbre porque para esa fecha habían 
sido convocados los Consejos de Salarios y todavía no estaban definidas las pautas del Poder Ejecutivo. Por 
un lado, teníamos el temor de equivocarnos al adoptar una decisión, cuando las reglas de juego aún no 
estaban definidas. Por el otro, teníamos la inquietud y la preocupación por no perjudicar a los trabajadores 
difiriendo un aumento que venía siendo de una frecuencia anual. A su vez, sentíamos también la presión de 
los trabajadores que estaban requiriendo -con legítimo derecho- que se otorgara ese aumento con la 
frecuencia que la empresa lo venía haciendo. 


Como dijo el doctor Scrigna, se conocieron las pautas en dos oportunidades: primero, unas muy complejas, 
con una cantidad de fórmulas difíciles de aplicar, que luego fueron retiradas -inclusive, de las propias pautas- 


para aprobar una segunda versión. Conocidas esas pautas, la empresa decidió actuar en el entendido de que 
no quería esperar catorce meses para otorgar a los trabajadores el aumento que, insisto, en los últimos 
tiempos venía siendo de frecuencia anual. Y así se dispuso, amparados en el tenor de las pautas, ajustándose a 
un porcentaje que podía ser estimado, no con absoluta certeza porque faltaba definir el índice inflacionario de 
mayo y junio. En términos generales, las previsiones indicaban que iba a estar en el entorno del 10% y en ese 
sentido la empresa tomó la decisión, otorgando este aumento y comunicándolo por las vías que el doctor 
Scrigna acaba de mencionar. 


Me permito hacer una breve reflexión sobre esta situación que nos ha tocado vivir, que lamentablemente aún 
no ha culminado, y que de alguna manera indica esas paradojas que tiene la vida. En estos ámbitos de trabajo, 
cuando se generan instancias como la de los Consejos de Salarios, uno tiene oportunidad de tomar contacto 
con una cantidad de situaciones empresariales y con la forma de pensar y de actuar de muchos empresarios. 
Debemos reconocer que hemos visto a muchos de ellos sentados tranquilamente, a la espera de lo que 
surgiera de las negociaciones y de las discusiones para que, una vez que se produjera el acuerdo en los 
Consejos de Salarios, se tomara la decisión de actuar y cumplir con lo que allí se determinara. Esas empresas, 
que actuaron de esa manera, no han tenido ningún tipo de dificultad. ¿Por qué? Porque una vez aprobada la 
instancia, se ha cumplido con lo que en ella se ha determinado. En cambio, de acuerdo con la reclamación 
que se está realizando, parecería que una empresa que trató de beneficiar a los trabajadores adelantándose un 
mes al plazo en el cual empezaba a regir el aumento -en realidad se adelantó tres meses al pago; el pago 
recién se pudo hacer a partir de setiembre, naturalmente con retroactividad al 1” de junio porque no se dictó 
el laudo hasta fines de agosto o principios de setiembre-, que otorga un mes adicional en beneficio de los 
trabajadores, que paga eso con un adelanto de tres meses respecto de lo que hubiese sido si hubiera estado 
esperando el laudo de los Consejos de Salarios, y además se juega a una cifra que fue superior -vean que 
nuestra cifra fue casi un punto superior, un 0,87% más de lo que el Consejo de Salarios determinó- debería 
sufrir el castigo de enfrentar un pago adicional porque se entiende que el aumento no quedaría integralmente 
dentro de lo aprobado por los Consejos de Salarios. 


Tenemos la certeza de que, desde el punto de vista de la Justicia, nuestra empresa ha tratado de mirar siempre 
por el bien de los trabajadores, lo ha hecho y ha dejado constancia de ello por la forma en que actuó, que se 
ha adelantado a lo que la norma obligaba, que ha dado un porcentaje superior a lo que la norma determinaba 
y que lo hizo -eso sí- tomando las providencias del caso para que eso quedara enganchado o condicionado 
con lo que surgiera de los Consejos de Salarios y quedara establecido. Por eso es que tenemos la absoluta 
convicción de que hemos actuado dentro de la ley y de las normas como lo ha hecho naturalmente nuestra 
empresa y que no asiste derecho a FUECI en esta instancia en el reclamo que se ha realizado. 


SEÑOR BENTANCOR.- Estuve leyendo el material que ha traído la empresa y veo que sin duda se 
refiere al mes de junio cuando ya está establecido que tienen el aumento del 10%. Pero carecemos de la 
información para saber cuál era el sueldo anterior y, por lo tanto, tendríamos que tener el recibo del 
mes anterior para poder cotejar si realmente se aplicó o no el 10%. Damos por bueno que esto es así y 
que por algún apuro la empresa no trajo esa información. De todas maneras, no tenemos por qué 
dudar que realmente se aplicó el 10%. 


Hay dos situaciones que se vivieron en estas circunstancias. Hubo empresas que, tal como se ha dicho aquí, 
no hicieron nada, o sea, esperaron a que funcionara el Consejo de Salarios, apostaron a que allí les fuera lo 
mejor posible o cada uno analizó lo que más le convenía y, otras empresas que dieron incrementos unos 
cuantos meses antes. Cuando el Poder Ejecutivo lauda, establece que de ese monto se puede hacer un 
descuento que lo tasa en todo lo que supere lo que estaba laudado para el sector. Conozco el caso específico 
del Instituto Crandon que había pagado un porcentaje a sus trabajadores que era menor al laudo que realizó el 
Poder Ejecutivo. Cuando los trabajadores vieron que para el subgrupo de instituciones privadas de enseñanza 
correspondía otro porcentaje, un 9% o un 10%, dijeron: "¡Bárbaro". Pero cuando fueron a cobrar se 
encontraron que había un descuento que tuvieron que aceptar porque las reglas de juego decían que eso 
estaba a cuenta y, por lo tanto, el Instituto Crandon pagó a sus trabajadores solo lo que le faltaba pagar hacia 
delante. 


Entonces, desde mi punto de vista, lo planteado por los trabajadores no es descabellado. Con todo respeto me 
inclino más a decir que fue un error de la empresa, de Disco, haber procedido de esta manera. Me da la 
impresión de que si esto es llevado a un juicio laboral no sé cómo se va a saldar. Porque evidentemente, si 
están dadas las pautas de que Disco había pagado determinada cantidad hasta cierto monto se puede 


descontar pero luego tienen que pagar arriba, más allá de que abajo se hubiera aclarado que habían anticipado 
más cantidad. Esto, por lo menos, es opinable. 


Hemos escuchado con mucho gusto a los invitados y creemos que tendremos que repasar sus manifestaciones 
con la lectura de la versión taquigráfica; esta es una primera aproximación. Entiendo lo que la empresa ha 
tratado de hacer porque es una pauta que la traen históricamente, que es razonable y que es lamentable que se 
haya dado esta situación, pero no estamos -no lo han dicho los invitados- ante un planteo descabellado de 
quienes tienen una interpretación distinta. Los trabajadores dicen: "Bueno, sí, de lo que se nos dio en su 
momento hay derecho a descontar tal cantidad, pero hoy por hoy tiene que correr el aumento que está fijado 
por el Poder Ejecutivo". Esto es así, más allá de que la empresa se haya pasado en cuanto a la presunción de 
lo que se iba a laudar y de que se creyera que eso que habían entregado iba a quedar firme y asimilable al 
tanto por ciento que diera el Poder Ejecutivo. Pero, creo que es clara la pauta del Poder Ejecutivo en cuanto a 
que se puede descontar una parte y no todo. 


A mí me sigue quedando esta duda; vamos a leer con mucha atención el material que nos han hecho llegar y 
lo analizaremos en la Comisión. También quiero expresar que somos una Comisión que no tiene poder de 
resolución. Lo que queríamos era tratar de encontrar un acercamiento y buscar una solución; por eso 
inmediatamente de recibir a los trabajadores decidimos consultar a la empresa. De todas maneras, creemos 
que hay una verdad dispersa en la vuelta. La tesis de la empresa puede ser muy atendible, pero no podemos 
descartar la tesis que tienen los trabajadores. De pronto, si no se encuentra una salida distinta, esto puede 
terminar en la Justicia Laboral y, en ese caso, se definiría en otros términos. 


SEÑOR SCRIGNA.- Del artículo 4” del laudo hemos interpretado, y asesoramos a la empresa en ese 
sentido, que el hecho de adelantar un porcentaje a cuenta del futuro aumento y así notificarlo a los 
trabajadores -lo hemos hecho desde el año 1985 y, por lo tanto, es algo conocido por los trabajadores- 
deja a salvo -según nuestra interpretación- que no se trata de un aumento como los que refiere el 
artículo 4” sino que, en realidad, se adelanta en el tiempo el aumento a otorgar. No obstante la 
circunstancia planteada, nosotros consultamos a profesores de derecho laboral e, inclusive, realizamos 
una consulta por escrito a la doctora Cristina Mangarelli quien sostiene claramente que lo que la 
empresa hizo no fue otorgar un aumento sino adelantar el aumento que se anunciaba y que ya se 
conocía. En este caso el argumento de conocer las pautas, de saber que iba a tener vigencia a partir del 
1” de julio y de haberlo puesto en el recibo, es, precisamente, lo que a nuestro entender deja a salvo la 
posición de la empresa. 


Hay un argumento adicional. Este mismo criterio fue el que tomó el mismo Poder Ejecutivo que elaboró las 
pautas cuando tuvo que interpretar per se, no en el marco de un convenio, en el Grupo 14. Tengo en mi poder 
el decreto del Poder Ejecutivo en ese sentido del cual se desprende que es la misma interpretación que hizo 
Disco. Es decir que en la medida en que se hubiese comunicado en forma fehaciente a los trabajadores en 
oportunidad del pago como lo hizo Disco, ese tipo de incrementos quedaba fuera del concepto de aumento 
porque era a cuenta. Cuando el 1* de marzo de 2006 salió el decreto del Poder Ejecutivo, tuvimos la absoluta 
tranquilidad de que estábamos en el camino correcto no solo porque así lo entendíamos ya que a nuestro 
juicio surge del sentido natural y obvio de las palabras que lucen en cada uno de los recibos firmado por cada 
uno de los trabajadores, sino porque, además, igual criterio es el que adopta el mismo Poder Ejecutivo que 
elabora las pautas cuando se tiene que pronunciar más allá de la negociación. 


También tenemos la tranquilidad que nos da el hecho de haber consultado a la doctora Mangarelli que cuando 
planteamos el tema nos hizo referencia a otras empresas que podían estar en esta misma circunstancia. De 
hecho, hay muchas empresas que actuaron como lo hizo Disco. No las voy a nombrar por una razón de 
reserva profesional, pero todas ellas están muy preocupadas por cómo se sucedían los acontecimientos. ¿Por 
qué digo esto? Porque, inclusive de acuerdo con las reglas de la sana crítica, en toda interpretación no pueden 
caber dos opiniones y no puede concebirse que una empresa otorgara un aumento de un 10% cuando sabía 
que se venía otro 10% de aumento. A ello podría agregarse el hecho que figura en el expediente N* 15.979 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en cuanto a que en no menos de una veintena de oportunidades 
Supermercado Disco adelantó aumentos a cuenta de las resoluciones de los Consejos de Salarios. ¿Por qué? 
Quizá hoy parezca menor esta circunstancia porque por suerte el país no vive procesos inflacionarios 
importantes, pero en el año 1985, cuando los aumentos eran cuatrimestrales, el personal de Disco percibía 
aumentos cada dos meses, recibía el adelanto dispuesto por el Consejo de Salarios y el adelanto a cuenta del 


futuro aumento. ¿Para qué se hacía esto? Para que la inflación no devorase el salario del trabajador, quien de 
esa forma no debía esperar cuatro meses para recuperarlo. 


Según la teoría de los actos propios, que está en boga para los abogados, que refiere a la conducta que es 
dable esperar de la contraparte cuando se ha procedido de determinada forma, entendemos que esta posición 
y este accionar de la empresa -que, reitero, no es nuevo- ingresan en esa categoría de actos propios. Me 
refiero a que el acto que es dable esperar es que se tenga en cuenta que cuando el recibo establece que se deja 
constancia de que el pago es un pago a cuenta, no es otra cosa que eso: un pago a cuenta. ¿A cuenta de qué? 
Es indudable que cuando el 5 de julio de 2005 a los trabajadores les llega el recibo con la constancia que 
dice: "Se incluye 10% a cuenta del futuro ajuste salarial", el ajuste salarial al que se hace referencia no es otro 
que el que se está negociando y que es inminente a partir del 1* de julio. 


Voy a hacer una reflexión general no como representante de la empresa sino simplemente como abogado. Me 
temo que este tipo de consecuencias puede alterar lo que ha sido la costumbre inveterada de la empresa en 
materia del futuro funcionamiento del Consejo de Salarios. ¿A qué me refiero con esto? A que si desde el año 
1985 a 1991 -es decir durante seis años- la empresa adoptó esta política de adelantos a cuenta, por lo menos 
en veinte oportunidades, creo que esta política heriría de muerte cualquier reclamo que estuviera basado en 
algo que nos resistimos a aceptar. Me refiero a que a pesar de haber tomado todos estos resguardos, como en 
definitiva la norma puede interpretarse de otra forma, la empresa se perjudique. 


El día 12 de enero de este año asistimos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social convocados por la 
oficina que entiende en los conflictos colectivos. Allí nos entrevistamos con los trabajadores. También estaba 
presente el representante de FUECI; estaba el señor Ismael Fuentes. Tenemos buen diálogo; inclusive, creo 
que aquí se dijo que hay un buen relacionamiento con la empresa. Lo siguiente no está en actas pero en algún 
sentido se nos dijo: "Bueno, marcharon", y a nosotros no nos gustó. 


En definitiva, los convenios colectivos son contratos y, por tanto, deben ejecutarse de buena fe. Cuando la 
empresa puso en el recibo que había un incremento del 10% a cuenta del futuro ajuste salarial, estaba 
actuando de buena fue, no quería sacar nada a los trabajadores ni alterar ninguna negociación. 


Por otra parte, en aquel momento en Disco ni siquiera había un sindicato formado que estuviera afiliado a 
FUECTI. ¿Qué quiero significar con esto? Que acá no hubo ningún interés espurio, como tampoco lo hubo 
desde 1985 hasta 1991. La empresa no tiene otra finalidad que no sea mantener una política y reconocer que 
hacía un año que no se incrementaban los salarios. Había habido una crisis muy importante. Ustedes saben 
bien que estas empresas dependen necesariamente del consumo interno. Durante la crisis los ingresos de los 
hogares cayeron -según los datos que manejamos- más de un 30% y eso se reflejó, de inmediato, en la 
compra de supermercado; es donde primero se refleja. Saliendo de esa crisis y, por suerte, con una inflación 
baja, se pudieron dar esos aumentos. 


Como decía el profesor Penengo, en el mes de mayo la empresa se vio enfrentada a la eventualidad de un 
Consejo de Salarios y de un convenio colectivo -que tendría que acatar- y a la realidad de que a sus 
trabajadores tenían un tiempo importante sin recibir incrementos salariales, aun cuando la inflación era baja. 
Entonces, tomó una decisión que queda a mitad de camino. Decidió no proceder alegremente como si no se 
estuviera negociando nada, y dar un aumento, aunque sabía que sobre él iba a venir otro. Entonces, no se 
trata de un aumento diferente sino de que se adelante en treinta días el aumento de julio para beneficiar al 
trabajador. 


Digo esto porque me preocupa mucho que de las consecuencias de esta circunstancia lamentable que estamos 
viviendo, en un futuro pueda modificarse una política que entiendo ha sido sana dentro de la empresa. 


La inflación es el peor impuesto que pesa sobre la clase trabajadora; el trabajador siempre corre de atrás con 
su ingreso. El hecho de que una empresa haya instaurado una política determinada, en aquel momento fue 
beneficioso para todos los trabajadores. En ese momento, yo ya estaba asesorando a la empresa y me consta 
que fue algo valorado siempre por los trabajadores. 


Por lo tanto, espero que esto sea simplemente una anécdota. Nosotros hemos tenido una buena relación de 
diálogo. En realidad, la empresa se enteró de este planteamiento por los volantes que empezó a distribuir un 
grupo de trabajadores; hasta fines de setiembre no existió un planteamiento formal. 


Creo que en este caso nos asiste razón; lo digo con certeza, aún en lo opinable y teniendo en cuenta que los 
abogados estamos acostumbrados a tener siempre dos bibliotecas. Lo digo en virtud de todos los argumentos 
que he expuesto y, además -esto lo subrayo y no es por este tema que no se otorga sino por los principios que 
he manejado-, de lo que los propios trabajadores han dicho: estamos hablando de un costo de más de un 
millón de dólares anuales. Esto es insoportable para cualquier empresa; significaría llevar a la empresa a 
tomar decisiones que no quiere adoptar porque su presupuesto no puede soportar un millón de dólares 
adicionales. Los trabajadores hablan de US$ 90.000 por mes; basta hacer la multiplicación por doce meses 
para ser conscientes de la cifra que implica. 


Hoy, Supermercados Disco emplea a dos mil trabajadores. Quiere decir que dos mil familias, en todo o en 
parte, se sustentan con la empresa. Si incluimos a Géant y la asistencia que Disco presta a Devoto, estamos 
hablando de cinco mil trabajadores; es decir que se trata de un número muy importante de empleados. 
Multiplicar un aumento no previsto por esta cifra significaría una situación extrema para la empresa. 


Somos optimistas en cuanto a que este planteo simplemente quede en una reivindicación y se acepte la 
posición de la empresa, no por capricho ni por intransigencia sino porque, en realidad, de acuerdo con la sana 
crítica, lo que la empresa dio fue lo que quiso dar: un adelanto a cuenta del futuro ajuste que se estaba 
negociando en beneficio de los trabajadores. Como decía el profesor Penengo, dentro de la empresa hubo 
quienes pudieron haber pensado "ni un peso más ni un minuto antes de lo que disponga el Consejo de 
Salarios", pero Disco no procedió así. Penalizarlo por haber procedido de otra forma me parece que 
contradice las buenas relaciones laborales. 


Eso es lo que queríamos trasmitir a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hubo una negociación posterior en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. ¿Qué opinó el Ministerio? 


SEÑOR SCRIGNA.- A instancias de la empresa y como consecuencia de los volantes -hasta el momento 
no teníamos ninguna comunicación oficial-, el 1” de noviembre del año 2005 presentamos un 
memorándum. Veíamos que había una enorme confusión; hay que tener en cuenta que es muy difícil 
comunicarse con miles de trabajadores. Sabíamos que habían tenido lugar gestiones en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, pero no se nos había convocado y teníamos dudas. Entonces, presentamos 
una nota dirigida al Director Nacional de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al 
señor Director de la Asesoría Macroeconómica y Financiera del Ministerio, economista Lorenzo. En 
ese memorándum describimos las circunstancias que hemos reseñado así como algunas otras que 
aparecían en los volantes y que queríamos aclarar. En este expediente figura, y en los volantes, la 
posición de FUECI y cómo se manejó hasta el momento en que se reúne el Consejo de Salarios citado 
por el Ministerio. Nosotros manejamos esa posición como lo estamos diciendo acá. Adjuntamos copia 
de los recibos e hicimos toda esta fundamentación. Hubo una abogada, la doctora Ruy López, que 
interpretó la norma en una forma piedeletrista -nosotros discrepamos con ella- y hubo un dictamen del 
doctor Loustaunau apoyando la posición de esta abogada. Frente a eso, el Director Nacional de 
Trabajo emitió una resolución que dice "De conformidad notifíquese al peticionante". Hicimos una 
consulta con el profesor Cajarville Peluffo preocupados por esa resolución, en el entendido de que 
podía tratarse de un acto administrativo. Recurrimos el acto administrativo y presentamos una 
consulta de la profesora Cristina Mangarelli -que yo aludí- y una consulta del profesor Cajarville. 
¿Qué sostenemos allí? Entre otras cosas, además de esto, sostenemos que DINATRA no tiene 
competencias para dirimir conflictos entre las partes. Sí tiene posibilidades conciliatorias, de acuerdo 
con la ley que no desconocemos y a las que atribuimos una importancia muy grande. 


Últimamente, el doctor Terra se pronunció por la invalidez de esa resolución y convocó a la sala de abogados 
de la DINATRA, integrada con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Allí firman diez abogados 
integrantes de esa Sala, que se expiden en lo formal, no entran al fondo del asunto. Es un dictamen de 4 de 
abril de 2006 donde la Sala considera que el acto impugnado refleja en sí mismo la opinión del Director de 
DINATRA acerca del punto controvertido, pero no trasciende más allá de ese ámbito. Expresa que esa 
resolución no tiene ninguna viabilidad de ser ejecutada, no teniendo más efectos que revelar una opinión, en 
este caso, de un órgano. Y la Sala expresa que el acto emanado por la Dirección Nacional del Trabajo no fue 
dictado en aplicación de la homologación del convenio colectivo, ya que es un acto que en sí mismo no 
viabiliza -dice el dictamen- en lo que refiere a la forma de aplicación del convenio. El acto en sí mismo - 


concluyen los abogados- no tiene ninguna posibilidad de ejecución. Entonces, en función de ese dictamen, la 
Dirección Nacional del Trabajo dicta una resolución de 26 de abril de 2006 donde el propio Director 
Nacional del Trabajo dice que considera que la resolución impugnada refleja la opinión del jerarca de esta 
Dirección, que es el soporte del órgano, no trascendiendo ella más allá de dicho ámbito. En el considerando 2 
de la resolución del Director Nacional de Trabajo se dice que el órgano de la DINATRA no tiene competencia 
para hacer una interpretación vinculante respecto a la forma en que ha de aplicarse el convenio y que la 
predimensionada resolución no es pasible de ninguna ejecución, siendo un acto de mero trámite y no 
habiéndose dictado en aplicación del convenio colectivo. En consecuencia, mantiene el acto recurrido en 
tanto acto de mero trámite y levanta la suspensión. Quiero decir que cuando nosotros impugnamos la 
resolución, el propio doctor Loustaunau, de quien tenemos un alto concepto como profesional y como 
persona, sugirió la suspensión del acto administrativo a pesar de haber informado en el sentido que nosotros 
indicamos y a pesar de mantener su posición, y así se hizo, porque advirtió las consecuencias que esto podía 
tener seguramente para estas empresas. Nosotros, en el recurso administrativo, ante la enorme preocupación 
de la empresa sobre todo lo que podía acontecer en esta situación, expresamos que de acuerdo con el 

artículo 50 del Decreto N* 500 de 1991 debía suspenderse el acto porque, de mantenerse, se generaría un 
daño grave a mi representada -como dice el escrito- y expondría a esta y a sus trabajadores a un estado de 
conflictividad que hoy no existe, en una equivocada y apresurada interpretación que la Administración hizo 
sobre los términos del convenio colectivo aplicado por Supermercados Disco. Asimismo, se generaría una 
grave incertidumbre jurídica cuando surge, a nuestro juicio evidente, que la Administración no es la 
competente para dirimir este tipo de actuaciones. 


Como consecuencia de ello, naturalmente este expediente va camino al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social porque mantiene el acto recurrido, aun cuando con estas consideraciones nosotros entendemos que con 
la Sala de Abogados del propio Ministerio no habrá discrepancia. Pero más allá de lo formal, pensamos que 
este expediente va camino a archivo. Lo que nos preocupa enormemente es que pueda fracturarse el 
relacionamiento con los trabajadores a propósito de una interpretación que la empresa ha tratado de 
comunicarles en algún sentido; no es sencillo comunicar estos temas de interpretación jurídica. Tenemos la 
plena certeza de que los trabajadores de Supermercados Disco deben tener esa interpretación, sobre todo 
quienes vivieron la etapa del Consejo de Salarios y aquellos que cuando recibieron el pago leyeron 
correctamente, porque fue puesto en los recibos y en la cartelera en forma simultánea. Estamos esperanzados 
en que este episodio concluya para tener relaciones laborales fluidas y para que, si en un futuro -ojalá no 
suceda- nos viéramos enfrentados a un proceso inflacionario, la empresa esté dispuesta a seguir con esta 
política. Eso es lo que más nos preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Pero hay recurso de revocación? 


SEÑOR SCRIGNA.- Nosotros presentamos recurso de revocación y jerárquico. Mantiene el fallo en la 
medida en que es un acto de mero trámite y levanta la suspensión. Ahora está franqueándose el 
jerárquico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro no se ha expedido. 
SEÑOR SCRIGNA.- Todavía no. 


Esto es en cuanto a la intervención de la DINATRA, no al fondo del asunto. La Sala de Abogados dice que no 
entra al fondo del asunto porque formalmente no corresponde a su competencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Están agotando la vía administrativa antes de ir al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


SEÑOR SCRIGNA.- Así es. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero simplemente dejar una constancia porque creo que hemos escuchado una 
posición muy bien sustentada y fundamentada por parte de la delegación que nos visita. Es claro que 
ha habido versiones o interpretaciones contrapuestas con relación a un mismo hecho en lo que respecta 
a lo que escuchamos la semana pasada y a lo que estamos escuchando en el día de hoy, con la diferencia 


de que la versión que hemos recibido en la tarde de hoy ha venido acompañada de suficiente, 
abundante y, a mi juicio, contundente prueba documental. Desde ese punto de vista quiero expresar lo 
que representa para mí la rotundidad de los hechos que aquí se han expresado y desde ese punto de 
vista, por lo menos en lo que a mí respecta, mientras no aparezcan elementos nuevos o no se aporten 
circunstancias de hecho o de derecho que nos puedan llevar a modificar esta visión, este es un tema 
concluido. 


Cuando compareció la delegación de FUECI, yo mismo pregunté acerca de un aspecto central en todo esto, 
vinculado precisamente a la constancia en los recibos de sueldo. Me había quedado la impresión de que ese 
adelanto se había realizado sin haber adoptado las debidas providencias o precauciones, pero por la versión 
que acabamos de escuchar creo que se adoptaron correctamente, más allá de preciosismos de carácter formal 
-que no sé si en este caso existen- que se pueden llegar a invocar. Todos sabemos que en materia jurídica, aun 
cuando los hechos sean rotundos, estén claros y sean evidentes, una buena procuración o un adecuado 
ejercicio profesional puede dar lugar a resultados no previstos, pero no es la competencia de esta Comisión 
sopesar elementos de prueba sino, en todo caso, remitirse a los hechos y a las pruebas que se nos aportan. 
Desde ese punto de vista es clara la situación y la posición de la empresa. No quiero que se infiera de mis 
palabras un gesto ni una expresión de desconfianza hacia nadie, yo parto de la buena fe de todas las personas, 
y en este caso particular tengo un excelente concepto de FUECI como organización, de sus integrantes y de 
sus dirigentes. 


Desde ese punto de vista, con toda honestidad intelectual entiendo del caso dejar constancia de esta visión en 
lo que respecta a los elementos de los que disponemos hasta este momento. Creo que aquí hay una cuestión 
central que tiene que ver con la documentación que ahora nos enteramos que existió, cuando en la reunión 
anterior nos habíamos quedado con la versión de que no se había realizado. Desde ese punto de vista, en mi 
opinión, es bien clara la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


